LA PRUEBA EN EL PROCESO PENAL.-
Objeto de la actividad probatoria.-
Objeto de la actividad probatoria, en general, son las alegaciones de los hechos determinantes de la pretensión, o los hechos, más sincopadamente, que sustentan la acusación. En el proceso civil, los hechos a probar son los hechos controvertidos, es decir, los que no hayan sido admitidos o confesados por las partes y los que no estén dispensados de prueba, como los notorios o los exentos por disposición legal.

Por el contrario, en el proceso penal todos los hechos son formalmente controvertidos y, por tanto, en cuanto afirmados, están necesitados de prueba, sin que quepa otorgar eficacia ni a la admisión ni a la confesión de los hechos por el reo, ni fuerza a presunciones legales que dispensen o inviertan la carga de la prueba, todo ello en aras y por la obligada prevalencia del derecho a la presunción de inocencia, presunción ésta con protección constitucional. En el mundo del Derecho, y a mayor abundamiento, en el marco del Derecho Penal, las cosas no son blancas o negras, predominando los grises sobre aquellos.

La carga de la prueba

La carga de la prueba se resuelve en la cuestión de determinar, conforme a regla de distribución previa, qué parte procesal sufre los efectos negativos, para el éxito de su pretensión, del hecho no probado con la suficiencia necesaria para formar en el órgano jurisdiccional la convicción de su certeza.

Nuestro proceso penal se rige en ese punto por norma de rango constitucional no formulada explícitamente con alusiones a la carga de la prueba, pero claramente deducida del derecho a la presunción de inocencia reconocido por el artículo 24 de la Constitución anteriormente aludido. Así, la noción de carga y su respectiva imputación al acusador aparece mencionada en sentencias del Tribunal Constitucional en relación con el recurso de amparo sobre la observancia de la presunción de inocencia (vid por todas STC de 3 de octubre de 1989)

La presunción de inocencia borra cualquier incertidumbre sobre los hechos que sea contraria a la inocencia del acusado y veda que pueda establecerse ninguna inversión de la carga probatoria mediante presunción iuris tantum de culpabilidad.

La doctrina del Tribunal Constitucional afirma la necesidad para desvirtuar la presunción de inocencia de que exista una mínima actividad probatoria producida con las garantías procesales que de alguna forma pueda entenderse de cargo y de la que se pueda deducir por tanto la culpabilidad del acusado, reservándose el Tribunal Constitucional la función de estimar la existencia de dicho presupuesto en caso de recurso.
La presunción de inocencia consagrada en el artículo 24 de la Constitución se asienta sobre dos ideas: a saber, por un lado, el principio de libre valoración de la prueba en el proceso penal que corresponde a los jueces y tribunales por imperativo del artículo 117.3 de la Constitución; y de otro lado, que la sentencia condenatoria se fundamente en auténticos actos de prueba y que la actividad probatoria sea suficiente para desvirtuar esa presunción de inocencia, para lo cual se hace necesario que la evidencia que origine su resultado lo sea tanto con respecto a la existencia del hecho punible como en todo lo atinente a la participación que en él tiene el acusado.

Valoración de la prueba

La antigua disputa doctrinal acerca de los distintos sistemas de apreciación o valoración de la prueba (prueba legal o tasada, prueba libre, prueba realizada conforme a las reglas de la sana crítica) y, en concreto, sobre la coincidencia práctica del sistema de apreciación del Código Civil que, a salvo la confesión y documental, somete las demás a la regla de la sana crítica para determinar su valor de convicción, la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal se remite al sistema de valoración libre si bien con matizaciones.
El artículo 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establece y determina con claridad meridiana que la apreciación de las pruebas practicadas en el juicio la hará el tribunal según su conciencia.

En efecto, establece el citado precepto que el tribunal, apreciando según su conciencia, las pruebas practicadas en el juicio, las razones expuestas por la acusación y la defensa y lo manifestado por los propios procesados, dictará sentencia dentro del término fijado. Siempre que el tribunal haga uso del libre arbitrio que para la calificación del delito o para la imposición de la pena le otorga el Código Penal, deberá consignar – en la sentencia – si ha tomado en consideración los elementos de juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta.
La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha reconducido siempre la valoración de la prueba a una operación que se realiza por medio del razonamiento y, por tanto, regida por criterios de racionalidad. Así la STS de 26 de febrero de 1990 al reconocer la libertad de criterio que preconiza el artículo 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal señala igualmente que la sentencia no puede omitir la consideración crítica de las pruebas practicadas, así como el razonamiento lógico que le lleva a la admisión y configuración de las conclusiones incorporadas al factum y, en definitiva, a la admisión de culpabilidad y subsiguiente responsabilidad del acusado.

La apreciación en conciencia a la que alude el referido artículo 741 de la LECRIM no equivale a secreto, siendo obligada tal expresión del razonamiento que debe constar de forma expresa en la sentencia, a fin de que pueda aparecer ante cualquier ciudadano como una resolución fundada en verdaderas y auténticas pruebas, pudiendo las partes conocer el criterio del Tribunal en este punto, para caso de disconformidad, poder argumentar el recurso correspondiente con la necesaria base, lo que además permitirá al tribunal superior enjuiciar la resolución recurrida del tribunal inferior con la debida fundamentación.

Prueba válidamente obtenida

Si bien únicamente pueden considerarse auténticas pruebas que vinculen a los órganos de la justicia penal en el momento de dictar sentencia las practicadas en el acto del juicio oral, esta regla no puede ser entendida en un sentido tan radical que conduzca a negar toda eficacia probatoria a las diligencias policiales o sumariales practicadas con las formalidades que la Constitución y el ordenamiento procesal establecen, siempre que las mismas sean reproducidas en el juicio oral en condiciones que permitan a la defensa del acusado someterlas a contradicción (SSTC 80/86, 82/88, 201/89, 217/89, 161/90 y 80/91 y STS 15-10-90)

La reproducción en el plenario ha de ser efectiva, sin que sea suficiente la fórmula de uso forense de dar la pericial por reproducida  (STC 150/87 de 1 de octubre). Es bastante, sin embargo, para que haya debate contradictorio en el plenario, la lectura de la pericial documentada (SS TC 201/89 y 24/91)

Existe la posibilidad procesal, también desde una perspectiva constitucional, de someter los análisis en fase de instrucción a ratificación contradictoria y configurarla como prueba preconstituida y realización anticipada, que despliega toda su validez si no son impugnados por ninguna de las partes, ya que se trata, de prueba documentada que puede ser examinada por el tribunal, siempre que se practique con las debidas garantías, y, en consecuencia, valorarla de conformidad con el artículo 741 de la LECRIM.

Prueba prohibida

El artículo 11, número 1, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que no surtirán efecto las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, violentando los derechos o libertades fundamentales.
El artículo citado encuentra reflejo jurisprudencial, (así vid por todas STS 29-3-90), cuando establece que la prueba obtenida con violación de un derecho fundamental, es radicalmente nula no solo en sí misma, sino también en sus efectos sobre otras pruebas distintas (así lo exige la llamada doctrina de los frutos del árbol envenenado), y así debe entenderse la expresión directa o indirectamente que utiliza el artículo 11.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial anteriormente transcrito.
La prueba por tanto ha de practicarse en el acto del juicio oral a través de medios lícitos, cuya práctica ha de realizarse según los principios de oralidad, inmediación, contradicción e igualdad.

Lo que el juez descubre no es la verdad material, sino la verdad obtenida por vías formalizadas; esto es, el descubrimiento de la verdad real o material o verdad histórica, por tanto, lo que aconteció, que es la pretensión del proceso penal, tiene indudables límites.

                                                   En Madrid, a 29 de agosto de 2006.-
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